
EL FALLO DE LA HAYA 

VOTO RAZONADO l'Rái\JCISCO ttRRÜT.RI iiOli.GUil\1 
Juez ad hoc por Niicaragu.a 

f'or consid~rarlo de g-ran intfrés para el pueblo nicarag-Üense publicamos el voto 
disidente del Juez Urnttia Holguín que formó parte del Tribunal de la Haya co111o 
Juez designado por Nicaragua conforme el reglament4,1 de la Corte que autoriza a los 
paises en litigio que no tienen Juez de su propia nacionalidad en la Corte, a nombrar 
uno especial para el caso. El voto razonado del Dr. Urrutia, favorable a Nicaragua, es 
un }u·ofmulo y erudito estudio sobre el arbitraje en Europa y en América y de los su­
periores avances doctrinarios en nuestro continente que honra no solo a su autor sino 
a la Jurisprudencia hispanoamericana, sobre todo por la inexplicable ¡msencia de doc­
trina jmídica en la sentencia de la Corte. 

(Traducción especial para Revista Conservadora 

Sien±o no estar de acuerdo con la sentencia de la Corfe. 
del Dr. Diego Manuel Chamorro). · 

En consecuencia debo exponer mis conclusiones par±iculares sobre: 

I. Las docidnas de derecho. 

• 
II. Las nociones diferentes en América Y Europa sobre ~1 derecho de los Estados de impugnar las sen. 

tencias arbi±ral~s. 

III. La regla del Ul.i possiddftis ju.IL'ÍS que excluye en América las decisiones de equidad. 

IV. Vicios posibles de nulidad Y aquiescencia ( acepiaci6n 1 del Laudo del Rey de España del 23 de 
Diciembre de 1906. 

i 

DOC'l.'lUOOl!>.S DE DERECHO 

Nicaragua y Hondura.s han expuesto en el curso 
de esfe procedimiento doctrinas de derecho sobre las 
cuales se impone hacer observaciones. 

Efecllos de las nunñdades de las seniencias arcbilrales 

En derecho internacional ilo exislen vicios "sana­
bilis'' (subsanables l ni ''insanabilis'' (no subsanables J 
por el hecho mismo de que no existe jurisdicción inter­
nacional obligatoria ante las cuales puedan ser reme­
diadas las causas de nulidad. 

La ausencia de ese órgano en Derecho Internacio­
nal no puede conferir carác±er automático a la nuli­
dad, permi±ir a un Estado ser juez de su propia causa 
y declararse desligado d6 ±oda obligación de ejecutar 
una sentencia, como no puede tampoco conceder ca­
rác±er automático a la presunción absolu±ei. de validez 
de la sentencia ni dar der~cho de exijir su ejecución 
sin admüir el examen de su Validez cuando la o:tra 
par.te aduce válid8menfe agravios acerca de fal nuli­
dad. 

Anfe el conflicfo de derechos del Estado que in­
voca la nulidad de la sentencia arbiíral y el que invo­
ca la au±oridad de la cosa juzg~da, los países no tienen 
airo recurso que el de demandar a la instancia inter­
nacional resolver la cuestión de saber si existe sen­
±encia con fuerza obligatoria. 

En América La.fina, en iodos los casos cifados en 
el capítulo II en que la sentencia ha sido impugnada, 
su ejecución ha sido suspendida y el examen de su 
validez sometido a la deciSión de un nuevo árbitro, 
como por lo demás en el presen!e asunto en que el 

abogado de Honduras ha explicado (audiencia del ~ 
ele Ociubre) que el país que representaba demandabc 
la ejecución de la sentencia pero que esa obligaciór 
de ejecutarla no resultaba sino 

" ... de la comprobación por la Corte de su fuerza obliga 
torin". 

Ha sido demandado a la Cor±e considerar los ca 
sos en que la aquiescencia, el eslorppel 1 aceptación < 
consentimiento de la sentencia J o la presentación lar 
día de las causas de nulldad puedan limi±ar o hace 
perder el derecho de un Estado de impugnar la vaE 
dez de una sentencia. 

1 ) Aquiescencias. Para estudiar el efecto qu• 
puede tener la aquiescencia sobre una sentencia cuy; 
validez es impugnada, es necesario definir los lím_ife 
posibles de la aquiescencia y si tiene poder de revivi 
los efectos inexistentes de una sentencia nula. 

Hay en el derecho civil actos nulos que no pue 
den revivir a un por aceptación ulterior de las parief 
Pero, en Derecho Internacional los Estados son se 
beranos y no fienen limitación para aceptar y conve 
nii lo que sea. 

Los Estados pueden convenir, si así les parece, 1 
ejecución de las disposiciones de una sentencia nulc 
pero en ese caso las disposiciones de las senfenci 
encontrarán su causa y su fundarnenfo de derecho n 
en la sentencia que es nula, sino en el acuerdo válid 
Gnire dos Estados soberanos. 

Si existen en la sentencia. rnismá vicios esenciale 
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ue las parfes no pued~n conocer ant~~ de re~ibir. el 
{ :do no se puede cons1derar como aqu1escenc1a s1no 
1 e declaración formal, por el órgano competente del 
E~tado eil que manifieste que renuncia expresamente 

i:rnp~gnar la validez de la sentencia. 
a En los :tratados que some.l:en una cuestión a la 
decisión "sin apelación" de un árbifro o de un juez, 
las partes renuncian a interpo~er recursos de "apela­
ción" pero no pueden ren unc1ar de antemano a no 
impugnar nunca la nulidad posi~le en una sentencia 
futura que no conocen. 

21 Es!oppel. La 9xcepci6n de buena fe que exis­
te en casi iodos los sisfemps jurídicos y que prohibe 
sacar provecho de sus propias faltas y que, en el dt:­
récho anglo-sajón, ha tomado el nombre de "estoppel" 
sería aplicable en el caso presente si se probara que la 
conducta de uno de los Estados ha conducido al afro 
a fiarse de las aquiescencias (aceptaciones 1 y a creer 
en la renuncia a impugnar la validez de la sentencia 

3) Pll'esenllación ial!'dia de Das ~ansas de nulidad. 
No existe en derecho infemacional hasta el presente 
una costumbre uniforme que permifa afirmar que la 
inacción de los Estados que puedan tener interés en 
invocar la causa de nulidad implique una presunción 
de renuncia a impugnar la validez de una sentencia. 

11 

. En der~chq privado ios ±érminps Cle prescripción 
ex1sten, pero generalmente, en c;:asi ±Odas las legisla-' 
cienes, se hace una excepción para los derechos del 
Estado que son considerados como imprescriptibles. 

En las relaciones internacionales, en ciertos casos 
la impugnación por el Estado interesado ha sido in­
mediata. En otros, muchos años; han transcurridos an­
tes de la impugnación. En el asunto del Río San Lo~ 
renzo, la sentencia pronunciada en 1814 fue impugna­
da por nota de 1831 y la impugnación aceptada en 
1842. En el asunto entre Venezuela y Colombia, la 
sentencia del Rey de España fue pronunciada en 1891. 
Venezuela acepf6 inicialmente la sentencia pero obtu­
vo, en 1917, que Colombia aceptara someter la validez 
de la sentencia a la decisión del Consejo federal sui­
zo La impUgnación por Cos±a Rica de la sentencia del 
Presidente Loubei de 1897 no fue llevada anfe el Pre­
sidente de la Carie Suprema de Justicia de los Estados 
Unidos Whife sino en 1910. 

En América en once tratados bilaterales sobre ar­
bitraje general firmados an±es de 1911, el recurso en 
caso de nulidad de sentencias ha sido previsto. En dos 
de esos ±ndados se fija uri límite de tres a seis meses 
para presentar el recurso y en los afros simplemente 
se declara que el recurso debe ser presentado antes 
de la ejecución de la sentencia. 

NOCIONES DIFERENTES EN &MEI!IIC!l Y EN EUROPA 
SOBil'IE El!. EJERCICIO DEl!. DERECHO DE ILOS ESTADOS 

A IMPUGNAR LAS SE!\lTEI\!Cil!.S ARBITRl!.E.ES 

Las reglas y costumbres generalmente aceptadas 
en América estaban en 1894 y 1907 lejos de las que 
pueden ser consideradas como las más deseables para 
dar más autoridad al arbitraje en el derecho interna­
cional de 1960. 

MientraS en Europa no se habia acudido al arbi­
traje en el siglo XIX sino con precausiones exfremas 
y sobre la base de compromisos especiales, firntados 
para cada c;:aso en parlicular, América había avanza­
do sobre su época firmando, en±re 1847 y la segunda 
conferencia de La Haya, más de dosciento~ tratados 
generales de arbitraje. En cuarenta y ocho ele entre 
ellos la obligación del arbitraje obligatorio estaba pr6-
v;i.sto para cuestiones territoriales. 

_ Eso exPlica que en la Conferencia de LB.- Haya di$! 
1907 {Sólo Méjico había sido invifado aJa de 1-899) 
loS _represe-nfanfes de Anl.érica: 1) insis±ieron sobre ei 
i9.eal preconizado en América del arbitraje obligatorio 
qui1 para las cuestiones territoriales, 2) eXijieron li;.. 
miiarlo al derecho, y 3) apoyaron el establecimiento 
de Una jurisdicción para conocer de la validez de las 
sentencias" Po:r el conirario en 1907, la prudencia _eu­
ropea limi±ó la noción de arbitraje: 11 a las cuesiio­
pes que no mei~,an en causa el honor o los intereses 
esenciales de los Estados, 2) a los arbitrajes en que 
±odas las reglas debían ser previstas en el compromi­
so, Y 3) a sentencias contra las cuales había resis­
tencia a admitir recurso alguno. 

Ante las dificultades que presenta, en 1960, la in­
teTpre±ación de lo que puede ser la voluntad de las 
purles firmantes de un ±raiado en 1894, las circunstan­
cias en los cuales se desenvolvió el procedimiento en 
1904 o el alcance de la conducta de los Estados ame­
ricanos en 1906, la Corte no puede perder de vista 
q~e la his:l:oria diplomá:l:ica de la evolución del princi­
plo del arbifraje en América tiene más autoridad que 
el analisis literal de los textos. 

Es_ parficularmenfe ~mporfante en el asunto que 
nos ocupa no emitir juicio sobre la conducta de las 
Partes en sus tenta±i vas de pedir explicaciones a so­
retar a juicio la validez de las sentencias, sin estudiar 
a~ costumbres que, sobre esos aspectos del procedi­
~ruento de arbi±raje, eran acep:tadas en América en la 
epoca. 
. Aunque desde 1875 -la existencia de causas de nu~ 

hdé!,d ~:m-las- sen±erlcias arbifrales fue re_conocido por 
el lnshtu±o de derecho internacional, no es sino con re.;. 

ficencia muy marcada que la idea misma ha sido 
aceptada en Europa. 

En l~s conferencias de la paz de La Haya en 1899 
y 1907, la posibilidad de poner en duda la validez de 
una sentencia fue Suprirriida de los dos proyectos de 
con ven cienes art±e la dificultad de sujerir la instancia 
que debería decidir sobre la validez. La reticencia so­
bre este aspec±o de la evolución d~l derecho en Euro­
pa hasta en 190-7 es explícada etl·el CurSó ·del' Profesor 
Borel sobre las "Vías· de recursos conb:a las sentenciaS 
B.l~bifrales'' -(1935_, III, y La:nlmasch se hizo el intérpre­
te de la reiii:encia europea cuandb propuso, en 1914, 
que loS- recursos co:ti.fia las Sentencias arbi:l:rales no 
fueran admifidas sino con _el cori.senfimiento del árbi-trO.'- . . - . . - .. 
· -· E1_1_Améric~, -po~ _el ~~m±~ario, deSde 189~ tra:tadá~ 
de arbiiraje habían sido firmados con ·cláusulas que 
prove~an la revisión de las senlenciS.s _en caso de nu-
lidades. ··· 

Fue la Argentil:ü:t quieri, en una Serie de tratadoS 
de los que los dOs piime:Í'os fueron' firmados en 1-899 
con ·el Para9US.y y el UruguaY,_ ace_ptó el arbifraje so~ 
bre la baSe de tribunales cuyas ·seütencias podían ser 
irnpugnadas en caSO de falsif-icación -de documentos 
o de ''error .de hecho'' que resul±ara del procedimiento 
o de los documentos sometidoS a1 árbifro. · 

Otros cuatro fraiados fueron firmados sobre la 
mismas bases an±es de la conferencia de La Haya por 
Bolivia y Perú en 1902, por la Argentina y Bolivia en 
1902, el Brasil en 1907 Chile· en 1902 y otros dos en 
1911 y 19f2 en±re Colombifl y la Argentina y la Argen-
tina y Ecuador. · 

El Brasil en 1902 y 1905 firmó tratados de arbi­
traje general con Bolivia y el Perú, en los cuales un 
nuevo aspecfo deo las nulidades de las sentencias fue 
estipulado: el cas.o en que la sen±encia en iodo o en 
parle se basara en un error de hecho; y en 1907 el Pe­
rú y Colombia fueron más lejos y admitieron los re­
cursos en caso en que la sentencia se hubiera basado 
en un error de hecho "posi±ivo o negativo". 

Circunstancias históricas explican esas dos tenden­
cias. 

En Europa, hasta el comienzo de este siglo, no se 
acudió al arbiiraje generalmente sino para resolver 
cuesiiones de cdnéesibnes, reclamos o indemnizaciones 
que, en 16 de loS-22 casos cifados en±re 1850 y 1910, 
debieron ser "piigadGis- por países;an1.ericanos con base 



de sentencias arbürale,; muy a menudo manifiestaN 
mente injusfa.s o viciadas de nulidad y es explicable 
que los países europeos no hayan estado dispuestos a 
debilifar el principio de la autoridad de la cosa juzga­
da y admifir cambio a la regla de la ejecucion sin 
recursos en sentencias que la habían dado tan buen 
resulfado. 

En América, por el contrario, los a~us.os de~ ?-ere­
cho a los cuales dieron lugar esos arbifraJeS, hicieron 
que expresamente se reconociera el derecho de los Es­
fados de impugnar la validez de las sentencias arbi~ 
trales en los once tratados firmados entre 1899 y 1912 
citados arriba, y en iodos los arbitrajes sobre límites 
territoriales en que las sentencias fueron impugnadas 
y que son las siguien±es: 

al El asunto de lími±es enfre Colombia y Vene­
zuela, en el que la sentencia arbi±ral del Rey de Espa­
ña fue aceptada por los parles en 1891, pero en la que 
un nuevo arbi±raje del Consejo Federal suizo fue con­
venido en 1917 para decidir ±odas las cuesi:iones rela­
tivas a esta primer sentencia. 

b) La sentencia del Presidente Loubei de 1897 
en el asunfo de Costa Rica y Panamá que fue impug­
nado por Costa Rica y jamás ejecuiado. 

el La sentencia del Chiel Juslice Whife de 1910 
en el recurso sometido por Panamá y Costa Rica sobre 
la sentencia del Presidente Loubet que fue impugnada 
de nulidad por Panamá y no fue jamás ejecutada. 

d) La validez de la sentencia de 1909 del Presi­
dente Figueroa Alcorla en el li±igio de frontera entre 
Bolivia y el Perú que fue impugnada por Bolivia. Ca~ 
mo lo explica A. Sánahez de Bustarnante en su opiniQn 
sobre la cuestión de Co~ta Rica y Panamá,~ página 11: 

14La sentencia pronunciada por el Dr. Figueroa Al corta el 
9 de julio de 1909 suscitó inmediatamente la pmtesta de Bolivia 
porque el árbitro había excedido sus poderes y no se atuvO a 
los términos del compromiso ... : a pesar de las pasiones ni.al 
informadas y sobreexisítadas peligrosamente, el patriotismo 
tanto en Buenos Aires como en Lima terminó por comprender 
la razón, el gobierno del Perú renunció a una parte de las ven .. 
tajas que le concedió la decisión del árbitro y se entendió direc .. 
tamente con su anti~uo adversario para arreglar de manera 
amigable el límite de sus posiciones respectivas." 

e) Los Estados Unidos impugnaron e impugnan 
todavía hoy la validez de la sentencia de 1910 en el 
asunto de Chamiza! con Méjico. Esfe último no ha pO­
dido obtener hasta el presente ni la ejecución de la 
sentencia n~ la aceptación de someter la cuesfíón de 
su validez al juicio de otro

1 
tribunal. 

f) En un asuilfo en que no estaban únicamenfe 
en causa países americanos sino la Gran Bretaña, lps 
Estados Unidos impugnaron la sentencia del Rey de 
Holanda sobre la frontera del Rio San Lorenzo7 sus 
agravi_os fueron aceptados por la contraparte y la sen· 
±encia quedó sin efecio. 

' En muchos asuntos entre países americanos refe-
rentes a reclamaciones que fueron sometidas al arbi­
traje el derecho de consfatar la validez fue también 
reconocido (Avra Silvel' Mining en 1898, Paragua] 
Naviga!ion Company en 1860, asunio del Orinoc:o1 
19041 pero en los asuntos relativos a la soberanía na 
cional y a cuesfiones ±erriloriales, en iodos los casos· la 
impugnación fue aceptada o sornefida a la decisión dE 
un nuevo árbitro. 

• 111 
LOS JUIBJTRAJES CONVENIDOS SOBRE Lll BllSE DEL 
"UTI POSSIDETIS JVRIS" NO PUEDEN SER SINO DE 
ESTRICTO DERECHO Y EXCLUYEN LAS DECISIONES 

DE EQUIDllD 

Los países de América Latina en que las constifu ... 
cienes han fijado la frontera sobre la base del uli poS• 
sidelis jul'is existente en el momento da su indepen .. 
dencia no han confemplado sino decisiones de derecho 
e:rlricto cuando se han comprometido a someter al ar .. 
bi±raje la delimüaciOn de suS fronteras. 

Esa regla que fijaron las parles para poder recu­
rrir al arbüraje no es Una , sim.ple doctrina, sino una 
c.ondición .sine qua non y iiene su origen en las cons~ 
tifuciones mismas de loS Estados. 

El motivo ·que hizo ·que Colombia, Cosfa Rica, Ve­
nezuela, Nicarag_ua, Honduras, Perú y Ecuador se ha~ 
yan dirigido al Rey de España es explicado en la sen­
tencia del Consejo fedefal suizo en el recurso sobre el 
fallo pronunciado por el Rey de España en 1891 en el 
asunto entre Colombia y Venezuela: 

"Cuando- las colonias españolas de la América Central y 
meridional se proclamaron independientes, en la segunda déca­
da del siglo XIX, adoptaron un prirtcipio de derecho conStitu­
cional e internacional al que dieron el nombre de UTI POSSI· 
DETIS JURIS de 1910, al efecto de constatar que los límites 
de las Repúblicas nuevamente constituidas serían las fronteras 
de las provincias españolas a las que ellas se sustituyeron. Ese 

IV 

principio general ofrecía la ventaja de fijar como regla abso 
luta que no había, en derecho, en la antigua América españob 
territorio sin dueño; aunque e?ristian numerosas regiones qu 
no habían sido ocupadas por los Españoles y numerosas regio 
nes inexploradas o habitadas por indígenas no civilizados esa 
regiones estaban reputadas como pertenecientes, en derecho, 
cada una de las RepúbUcas que habían sucedido a la Provinci 
española a la cual esos territorios estaban adscritos en virtu 
de antiguas cédulas reales de la madre patria española. Eso 
territorios, aunque no ocupados de hecho, estaban de eomú 
acuerdo considerados como ocupados de derecho, desde la pr 
mera hora, por la nueva República. Las incursiones y tentat 
vas de cOlonización intempestiva del otro lado de la fronter: 
como las ocupaciones de hecho, eran sin valor o sin consecue1 
cias en derecho." 

Los países que pidieron al Rey interpretar el u 
possideJis juris según los fí±ulos españoles de soberanJ 
lo hicieron en consecuencia porque pensaron que es 
era la autoridad más calificada para interpretar st: 
propias reglas de derecho, pero no pudieron cierl< 
menie pensar en confiar a "su equidad" la interpret1 
ción de cláusulas constitucionales aprobadas precis1 
mente para. romper el jugo español. 

VICIOS POSIBLES DE NULIDllD Y llCilPTllCION DE LA 
SENTENCill DEL RllY Dll ESPllli'!A 

De los cuatro arbitrajes someüdos al Rey de Espa­
ña por esos paises el caso enfre Colombia y Venezuela 
no pudo ser ejecutado sino después del fallo de 1923 
en el nuevo recurso ante el Consejo federal suizo. El 
arbitraje entre Colombia y Costa Rica fue retirado de 
la consideración del Rey en 1896. poco después de su 
sentencia en el asunto anterior, y el rey se excusó él 
mismo en 1910 de decisidir en el arbüraje entre Perú 
y Ecuador vein±ifrés años después de haber aceptado 

arbitrarlo. El cuarlo es el arbitraje entre Honduras 
Nicaragua. 

Sobre la base de los principios expuestos en l1 
capítulos precedentes y sin perder de vista las razOn, 
históricas que explican el origen de este arbi±raje, e 
ludiemos en la sentencia del Rey de España de 23 e 
Diciembre de 1906. 

a) Si los vicios extrínsecos de la sentencia px 
ducen la nulidad. 
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b) Si vicios in:trínsecos son manj.fiesfos en la sen~ 

1 ncia y si Nicaragua ha perdido la faculfad que le 
e ordaba el derecho de gentes de denunciar esos agra-

• 
8~05 por el hecho de sus aquiescencias 1 aceptación ) o 
Vl , , f d' por su ptesentac1on ar 1a. 

a¡ Vicios exbinsecos. 

La Carie considera que los vicios extrínsecos de la 
sentencia que resulfan de la. falla d~ poder <;{el árbifr? 
fueron cubierios por la aqu1escenc1a pos±enor de NI-
caragua. 

1 
. . x± , d 

Yo considero que os VICIOS e nnsecos no pro u-
cen la nulidad de la sen~encia, pero por razones dife­
rentes: 

11 La designación del rey fue irregular, porque 
todos los procedimientos previsfos por el tratado no 
fueron observados. Los árbitros no estaban au±orizs.­
dos a sallar del arfículo III a la parle final_ del arlículo 
v perdiendo de vista las disposiciones obligatorias que 
no estaba ni en sus funciones ni en sus atribuciones 
poder modificar. 

2) Ofras irregularidades son evidentes, como la 
de la intervención del Minisfo de España Carrera y 
Lembeye en la designación del Rey de ESpaña como 
árbitro único porque si el tribunal previsto en el fra­
tB.do Gámez-Bonilla estaba ya constiíuído el 2 de Oc .. 
±ubre de 1904, Carrera y Lembeye era el te_rcer árbitro, 
y el tribunal, una vez consiituído, no poQ.ia renunciar 
a Sus funciones para delegarlas a un nuevo árbi±ro. 
Si por el contrario se trataba de una simple sesión 
preparatoria, los árbitros de Honduras y Nicarague:\ 
no tenía porque permitir la intervención de Carrera y 
Lembeye en las deliberaCiones del tribunal a menos 
que hubiera sido designado tercer árbifro. 

Las irregularidades de procedimient_o en las reu­
niones del 2, 10 y 18 de octubre no están, no obstante, 
en coniradicción con el objeto principal del tratado 
Gámez-Bonilla que era someter la cuestión a un pro­
cedimiento que preveía la posibilidad en el arlículo 
V de designar al Gobiemo español como árbitro. 

El hecho que los dos gobiernos aceptaran la de­
signación del rey, se felicitaran por su designación y 
litigaran en el proceso en Madrid prueba que no consi­
deraban como esenciales las reglas de procedimiento 
establecidas, y los vicios no esenciales no producen 
nulidad. 

Dudas han sido también expuestas sobre la fecha 
en que había comenzado la duración c;le diez años del 
tratado Gámez-Bonilla. La intención de las parles no 
es clara y diferentes interpretaciones_ del tratado po­
drían justificarse si Nicaragua y Honduras mismas, de 
buena fe, no hubieran estimado en 1904 que el trata­
do no había expirado. 

Sería dudar de la buena fe del Presidente de Ni­
carágti.a creer que dirigió el 7 de Ocfubre de 1904 un 
telegrama expresando el deseo de la aceptación del 
arbiiraje por el rey el mismo día que el traiado expi­
raba. 

No son aquiescencias o aceptaciones las que reva­
lidan esas irregularidades sino las interpretaciones de 
las parles del tratado Gámez-Bonilla en 1904 las que 
son definitivas y no pueden ser puestas en causa 

b l 2\qaicsc:encia y vicies intrínsecos ele la senten .. 
cia. 

Para poder afirma:r como hace la Cor±e que Nica­
ragu·a ha, por su declaraciones expresas y por su con­
ducta, reconocido el carácter válido y obligatorio de la 
sentencia y que no le es ya posible volverse de esa 
aceptación para impugnarla, hay que establecer ante 
todo si existen vicios esenciales. 

l. Vicios inlrinsec:os 

La cuestión fundamental sobre la cual mi opinión 
difiere de la de la mayoría de la Corle es la de la in­
terpretación de las reglas del compromiso estipuladas 

por el arlículo n del tratado Gám.ez-Bonilla. Interpre­
tándolas de manera diferente yo llego a la conclusión 
que el rey ha excedido sus poderes, y ante la nulidad 
de la sentencia no puedo conceder el mismo alcance 
a las aquiescencias admilidas por la Cor±e. 

i 1 lnlerprelación de las reglas del compromiso 

Por las ra:2:ones expuestas en los capiiulos II y III 
sobre las reglas de derecho aceptadas por los países 
americanos, considero que todos los parágrafos del 
ar±ículo II no tienen el mismo valor. 

Las reglas sine qua non que condicionan todo el 
arbitraje son las de los parágrafos 3 y 4 sobre la deter­
l.ninación de las frontera.s según los ±ífulos de derecho 
existentes en el momento de la independencia. 

Esa regla está reforzada por la prohibición expre­
sa al árbitro de no reconocer ningún valor jurldico a 
la posesión de hecho. 

Esas dos reglas obligatorias correspondían a las 
disposiciones constitucionales de los pa1ses v es inve­
rosímil creer que los parlamentos hayan ratificado 
ese tratado dando a los otr-os parágrafos ( 5, 6 y 7) del 
artí.culo II un alcance que los hiciera prevalecer o que 
contradijera la norma de sus constituciones. 

El iex!o adoptado en los parágrafos 5 v 6 del ar­
tículo Il del tratado Gámez-BoniJla fue prácticamente 
el 1nismo que el propuesto en 1886 por Colombia v 
Vene1:uela, adoptado en 1886 entre Nicaragua y Costa 
Rica, el tratado de 1902 entre Bolivia y el Perú y el 
tratado de 1930 entre Guatemala' v Honduras. 

La interpretación dÉlda tanto por las parles como 
los árbitros a las cláusulas redactadas en los mismos 
términos de las del artículo II del tratado Gámez-Bo­
nilla corresponde a la noción del arbi±raie en derecho 
estricto y no admite la facullad de elegir una línea ''de 
equidad". 

Esos tratados y las interpretaciones que les han 
sido dadas son los siguientes 1 

a 1 Arbitraje del ll>resldente Figueroa Alcorla 

El Perú y Bolivia firmaron en 1902 un compromi· 
so de arbitraje que fijaba una regla similar a la del 
parág~afo 4 del arlículo II del Tratado Gámez-Bonilla: 

"Art. 3. - La posesión de un territorio ejercida por una 
<le las partes no podrá oponerSe ni ·prevalecer cóntra tftulos o 
disposiciones reales que establecen lo contrario". 

Y otro artículo que autorizaba las compensacio­
nes en los férrrdnos siguientes: 

Art. 4. - Solame11te en los casos en que actos o disposi­
ciones reales no definen el dominio sobre tm territorio de ma~ 
nera clara. el árbitro resolverá la cuestión equitativamente de 
acuerdo tanto como sea posible con el sentido de éstas y la 
intención que las hubiera inspirado'". 

Esos dos articulas dieron al árbüro faculfades in­
discutiblemente más claras V más amplias que las con 
feridas por el ±Í'aiado Gámez-Bonilla. 

No obsfanfe esas autOrizaciones, el Presidente Fi­
gueroa Alcorfa no quiso interpretarlas como una facul­
tad de decidir el conjunto de la cuestión en equidad, 
sino simplemente de determinar el trazo de la frontera 
de manera que siguiera los accidentes geográficos más 
próximos de la línea de derecho. 

A un la a plicaci.ón en ese $entido tan resfringido 
de la facultad prevista en el compromiso dió lugar a 
protestas, y la Argentina V Bolivia rompieron relacio­
nes, pero el internacionalista argentino, Sánchez So­
rondo, en el libro que publicó para justificar la senten­
cia y ln acii±ud del Presidente Figueroa Alcorla, expli­
ca en los términos siguientes como fue interpretado 
ese ar±ículo del compromiso por el Presidente argen­
fino: 

"El árbitro era en todo caso un juez de derecho y en nin~ 
gún caso un juez -de conciencia. El tratado preveía dos reglas 
para calificar los reSultados de su investigación histórica y 

-27-



jurídica. La primera directa que emana del título explícito y 
la segunda estimativa derivándose del sentido y del espíritu de 
los títulos que no fueran claros ni precisos. Pero la equidad de 
que habla el tratado no es la subjetiva sino la de la interpreta­
ción de los documentos presentados. 

... el no podía trazar lineas caprichosas fundadas en razo. 
nes que no pudiesen ser deducidas de los documentos, ni resol~ 
ver el diferendo, como mediador por medio de ]a repartición 
proporcional del territorio en cuestión". 

En su penúliimo considerando, el Presidente Fi­
gueioa Al carla confirma que "procede a resol ver esas 
cuesfiones equifafivamenfe según el significado de las 
diSposiciones reales". 

b l l!.rbihaje del Rey de España en el asunlo de 
limiies enllre Ve,.ezueia y Colombia 

Firmado en 1881; Venezuela rehusó acep±ar la 
cláusula que conferia faculfades de juzgar en equidad 
explicando que las decisiones en derecho podían ser 
consideradas como declarativas mientras que u1ia de­
cisión en equidad implicaría una cesión de ferri±o1ia 
prohibido por la Coilstifución federal. 

En 1886, Colombia obtuvo en una ac'fa adicional 
fir-mada en París la cláusula siguien±e: 

" ... El árbitro podrá fijar la línea de la manera que crea 
la más- aproximada a los documentos existentes cuando en cual~ 
quier }lunto de la, lín~a- no presentaran la claridad deseada". 

ESa facul±ad.era sírnil_al' a la prevista en el tra:J:ado 
Gátnez-Boni.lla, y no obsfanfe el Rey no hizo uso de 
~lla sino .ell dos sectoreS_ por las razones siguientes: 
1) en la región de. Sarrar·e porque- "la éédyla real de 
1786 que debña SerVir de base legal para la determi­
nación d.e la frqnte:r;_a_ de la. quinfa sesión, suscita du­
das porque ·ci±a lugares descono.cid.os _hoy, a saber: las 
barrancas de Sarrare y el;Paso Real de los Casanares'' 
el rey escogió el curso del río "Sarrare" interpretando 
antiguos documentos que jndicab¡;:tn que esos dos pun­
tos se _encontraban "~n la comunicación del Sarrare 
cort el Are,ucá"; 2) en .la s.egui;lda Parte del sexto Sector 
el rey admitió c::omo títul6 de soberanía la Cédula real 
de 1786 Y~ considerarido C¡ue sUs ±érminos no son su­
f~cien,t_emen±e .claros parª· fijar los límites extremos del 
peo;tór, a_doptó como fro);J.tera una línea que· sigue, al 
oeste del Orinoco, 16$ ríos Casiqu~are y RíQ Negro' de 
los que habla la misma cédula real. . 

En ese arbitraje; el -Rey de España no hace en 
consecuencia, uso de la facultad que le fue acordada 
en 1886 de apartarse de _la linea de derecho y tmnar 
una decisión ele "equidad". Se Hmi±a a buscar en o±ros 
docurneh±os los nombres y ríos que mejor correspon­
dían a las líneas generales de fron±eras de los :l:í±ulos 
reales; 

El rey pronunció eSe arbitraje en 1891, y lo má.s 
;>robable es que Nicaragua y Honduras adoptaron la 
misma fórmUla en el tratado de 1896, convencidos de 
que los árbiiros no interpretarían esa autorización más 
que en los mismos lími±es que lo hizo el rey de España 
en 1891. 

e l llrbi.lraje entre Guaile-mala y Honduras 

Ese arbífraje no fue convenido sino en 1930 y 
dem1..1estra que veinticua±ro años después de la senten­
cia del Rey de España en el asunto de Honduras y Ni­
caragua, los países de esa región de América insistían 
en el arbifraje sobre la base del derecho estricto, reusa­
ban some±er cuestiones de límites al arbitraje de equi.;. 
dad, no aceptaban compensaciones sino sobre puntos 
determinados y únicamente si estaban convenidos pa­
ra tribunales de conciliación formados por represen­
tantes de las parles. 

El artículo 5 del compromiso estaba concebido 
así: 

"-Art. 5. - Las Altas Partes contratantes están de acuer­
do en que la sola línea jurídica que puede establecerse entre 

sus países es la del U1'I POSSIDETIS del 1821. En consecuen· 
cia, convienen en que el tribunal determine esta regla. Si el 
tribunal encuentra que cualquiera de las partes en el curso de 
su desarrollo ulterior ha establecido, más allá de esa línea, in­
tereses que se deben tener en cuenta para establecer la frontera 
definitiva, el tribunal mo-dificará como lo considere a¡>ropiado 
la línea del UTI POSSIDETIS ele 1821 y fijará la compensa· 
ción tenitorial o de otra naturaleza que encuentre justa para 
que una de las partes ]e pague a la otra". 

Ese compromiso insiste sobre la regla sine qua 
non del un posside!iis y no o:l:.orga autorizaciones de 
hacer compensaciones s.:ino para ±err.iiorios determina­
dos de previo conforme el u!i possideRis que se encuen~ 
iren "más allá de esa línea" de derecho. 

Esa· faculfad no fue acordada más que a un :l:ri-: 
bunal de conCiliación cuyos 1::'-iembros debían ser de~ 
signados por los dos países, porque, como lo explica 
el delegado de Honduras, Dr. Mariano Vásquez, en la 
reunión del 22 de enero de 1930 en \fl!ashing±on: 

"Un tribunal de arbitraje no es previsto, lo sabernos bien, 
para conciliar intereses, ni para conciliar lo que conviene a uua 
de las paltes en litigio, sino para hacer justicia a quien cuente 
con el derecho. 

Las cuestiones internacionales de importancia fundamental 
¡1ara los pueblos, como los límites ·territoriales, no pueden sino 
difícilmente ser objeto de conciliaciones y aun a veces de arbi­
traje pmque se teme el efecto político local que podría causar 
una sentencia adversa". 

d) Arbitraje enl•e Cos!a Rica y 1\!iearagua 

En ese arbitraje la única autorización dada, no al 
árbitro sino a una Comisión mixta fue la de "apartarse 
ligeramente de la linea prescrita para encontrar uli 
lími:l:e natural" lfratado de 1858, Arf. 3) cláusula que 
en el fiatado de 1886, fue hmifada a una mill~ de la 
línea dé derecho. 

El rey no podía desconocer esa jerarquia 9-e las 
diferenfes reglas del ariículo II, porque, como lo afii'll1.Ó 
el Sr. M&ura en la réplica presentada al rey en 1905: 

"La jerarquia de las pruebas es PRECEPTIVA Y nhigún 
documento público de mayor valor puede estar en contradicción 
<~on el título de derecho. . " 

No .puedo adherinne a la op~nión de la Corte 
quien, al S.firmar que el rey debía aplicar ±odas las re­
rJlas _del ar±ículo 11, interpret.~, por unE!- par±e, _el pará­
grafo 6 como una aufor.izac1on confenP,a al rey. y ~o 
a la Comisión mixta y le reconoce por otra parte u~: al­
cance que no limita esa -cláusula a lS:s_ faCultades de 
hacer compensaciones sino que co!lfiere. al árbitro el 
del."'echo de resolver- el diferendo por med1o de un com-
promiso de circunsfancias. . 

La a.u±orización de hacer concpensac1ones no po­
día aplicarse al arbitraje del rey. 

Por las razones expuesfas por el delega?o de Hon­
duras, Dr. Mariano Vásquez, el ~2. de Ju~lo de 1930 
en \1\lashingfon, los países de An1.en'?a Lahna no esfa~ 
ban dispuestas a acapiar compensr;tClones locB;les, una 
vez que la línea de derecho esfuvlese defernunada, a 
menos que fuesen convenidas por Comisiones mixtas. 

El rey tenía ±odas las facul±ades esfipuladas en el 
tratado Gá.mez-Bonilla, pero a condición de que no se 
comprenda en ellas sino las que fueron estimuladas 
para la etapa del "arbitraje" y no las de la e±apa pre­
liminar de la conciliación. Los artículos II, VII y IX 
del -tratado no pueden ser in±erpre±ados en el sentido 
de que el rey debía "reunirse:: con quiet; quier~ "en 
las localidades de la frontera , que debla cons1gnar 
"en dos libros especiales los puntos de desacuerdo"; 
±omar"''decisiones por maym;ía'' o ''comenzar sus ira-
bajos antes de la estación llU:Viosa". . 

Honduras misma afirmó con razón que ±odas las 
cláusulas del frafado Gá.mez-Bonilla no podían apli­
carse al arb;iiraje del rey y que algunas de ellas no 
conCernían sino al fr.ibunal arbifral. 

En relaciól1. con el artículo VI por ejemplo, el Pre­
sidente de Honduras~ en el telegrama dirigido al Mi;.. 



nisfro español en Centro América el 22 de octubre de~ 
claró: _..,. 

"Los plazos. . . fijados en el nrtículo VI del tratado de Ií~ 
mites entre Honduras y Nicaragua se refieren solamente al tri~ 
bunal a1 bitral. . . FIRMADO Bonilla". (Anexo 5 de la Dúplica 
de Nicaraguá). 

Así como los procedimientos de los arlículos II, 
VII y IX citados en el parágrafo precedente no podían 
aplicarse sino al procedimiento de conciliación y el 
artículo VI al tribunal arbitral, como lo afirma el Pre­
sidente Bonilla, la autorización prevista en el parágra­
fo 6 del arlículo II no podía tampoco aplicarse al rey. 

Pero, aun admilierido que el parágrafo 6 pud.o 
aplicarse también al rey, compensar no significa con­
ciliar. El diccionario de la Academia española entien­
de por 11compen!ia!'": igualar en un sentido opuesto 
el efecto de una cosa con otra. No se puede, por con­
siguiente, compensar sino territorios equivalentes. No 
hay equivalencia ni compensación entre las pocas 
hectáreas de la Villa de Gracias a Dios y toda la cuen­
ca septe:qtrional del Río Segovia, y el rey no utilizó la 
facultad del parágrafo 6 para hacer compensaciones 
sino para decidir el diferencio como mediador o árbi­
tro de conciencia. 

La interpretación de la jerarquía de las reglas 
prescri±as en el artículo II no puede ser sino la unifor­
memente aceptada por iodos los países americanos 
que firmaron tratados con artículos similares, por los 
árbifros que los aplicaron y por el rey mismo en su 
sentencia de 1891 en el asunto de Colombia con Vene­
Zuela, y por consiguiente el rey excedió sus poderes 
por la aplicación infundada del parágrafo 6 del arlícu­
lo II del tratado Gámez-Bonilla. 

2) E! rey comeiió errores esenciales cone:Kos con 
el exceso de poder en la aplicación de la re· 
gia del 11TI POSSIDETIS J'URIS 

No corresponde a la Corte revisar la apreciac1on 
de la fuerza probatoria de los documentos y airas 
pruebas de derecho presentadas al árbitro. 

Pero hay Una gran diferencia entre la apreciación 
de las pruebas que está dentro de los poderes discre­
Cionales del árbitro y el error esenoial comefid,o por el 
rey cuando afirma que la _cédula que fija los límites es 
Una que no fija ninguno. 
· Nuestro procedimiento no es de apelación ni de 
revisión, y lá Corte no puede discutir 1~ elección que 
hizo el rey de la cédula de 1791 para establecer los 
derechos_ de los dos países en 1821. 

La Corlé no Puede fampoco discutir el derecho del 
réy de buscar en las cédulas anteriores los límites de 
provincias que no f~guraban en la cédula que había 
escogido. 
· Podemos por el contrario conStatar prima. ia..cie que 
come±ió _un error manifie:;.;to o un exceso de sus pode­
r~s al elegir para determinar los límifes que faltaban 
en la cédula de 1791, las dos cédulas de 1745 que, 
de manera expresa_ y formal, declaran excluir la Al­
caldía Mayor de Tegucigalpa de los límites de esas 
cédulas. 

El texto per±inente de la cédula de 1745 que, según 
el árbiiro, fija los límites y que por el contrario exclu­
ye la Alcaldía Mayor de Tegucigalpa es la siguiente: 

"En cuanto a la Alcaldía Mayor de Tegucigalpa. . . OS 
ABSTENDREIS (poniendo en ello un cuidado especial) de mez­
claiOs en los asuntos civiles de ese territorio ... " Anexo 54, 
Contra-memoria de Nicaragua). 

. Ese error manifiesto fue comprobado cuando las 
mismas cédulas fueron estudiadas por un fribunal 
~empuesta de Charles Evans Hughes, Luis Castro Ure­
na Y Emilio Bello en el árbi±raje entre Honduras y 
G
1
uatemala y por el Consejo de Estado Español que de­

o ara en su Dic±amen: 

"Puede considerarse como cierto que las cédulas reales de 
1745 no modificaron los límites de Nicaragua y Honduras". 

El rey cometió por consiguiente un error esencial 
que constituyó un exceso de poder al aceptar como 
prueba de iíiulo de soberanía una cédula que el Con­
sejo de Es±a.do español mismo reconoció que no fijaba 
ningún lími±e y excluía, como lo hemos visto la Alcal­
día de Tegucigalpa. 

3 J ER gey e:r.:cedió sus alli'ibuciones al reconocer 
vaUo!i' §s!!~rá@ñco a Hi0~9siones IZundadas en actos 
de jMdsdicción 

El fraiado Gámez-Bonilla prohibía en el parágrafo 
4 del artículo Il "reconocer valor jurídico a la pose­
sión". 

El Consejo de Estado en su Dictamen explica que 
la comisión designada por el rey, a falta de pruebas 
de soberanía, decidió ±ener en cuenta los actos de ju­
risdicción como co:inplemenfo del estudio de las dispo­
siciones reales. 

Los ac±os de jurisdicción no podían servir sino 
como prueba de posesión y caían bajo la prohibición 
formal del parágxafo 4 del arfículo II. Y son esos ac±os 
de jurisdicción los que el rey acep±a cuando, en los 
considerandos 14 y 15, se refiere a "la acción expan­
siva de Nicaragua" y a lo "efhnero" de la extensión 
de soberanía de Honduras. 

Prbua ll:acie esa parle de la sentencia es contraria 
a la prohibición formal del parágxafo 4 del artículo II 
del compromiso. 

4 J fi'aUa de moS.ii.vos 

La mayoría de la Corté considera que el examen 
de la sen±encia muestra que confiene un razonamien­
to y explicaciones desarrollados en apoyo de sus con­
clusiones. 

La mayor parte de los "considerandos" de la sen­
tencia se limi±Bn a indicar uno por uno cuales han si.: 
do los argnmen±os adUcidos por cada una de las par~ 
tes. 

La insuficiencia de motivos es tan grave como la 
fal±a de motivos. En el caso presenfe, si el r¡¡;¡y no en­
contró suficientes moti vos para ±ornar una decisión de 
derecho, debió excusarse de pronunciar un fallo como 
lo hizo en 1910 en la cuestión eritr_e el Ecuador Y el 
Perú, en vez de afirmar en el considerando 21 que su 
decisión "respondía mejor a razones de derecho his-­
tórico, de equidad y de carácfer gelográfico. . " mas 
sin indicar por qué ri.i cómo. · 

Esa insuficiencia de motivos no produce por sí 
miSma la nulidad de la sentencia pero confirina el el!:­
ceso de poder h"ldicado en los parágrafos precedentes 
y el error come±ido por el rey .al descartar o±ros títulos 
reales que le habían some±ido las par±es. 

5 ) Osc'.ill.ddadles y eon!radicciones de ia senlenciá 

Nicaragua pidió 8. la Corte decidir que aun si fue­
se válida la senfencia no era susceptible de ejecución 
debido a las oscuridad y contradicciones que la afec­
tan. 

Es difícil definir cuál es el thalweg, el brazo na­
vegable o la desembocadura de los ríos que, en los 
terrenos ±odavía en formación, cambian a menudo de 
curso. Un iribunal de derecho no puede dar opinión 
sobre cuesliones que solamenfe ingenieros o fécnicos 
pueden decidir. Igual que la Corle yo "no considero 
que la sen±encia sea imposible de ejecutar" porque 
corresponde a cmnisiones mix±as o a cualquier aira 
au±oridad que las parles quieran encargar de praciicar 
la demarcación y de decidir los problemas que pres­
ten las lagunas, contradicciones y oscuridades de la 
sen±encia. 

El. Alcances de las Aquies«:en.cias ( D.cep!.ac:iones) o d. e 
Da lnacciión de Nicarag~~,~a de 1906 á :1912 

Acerca de la inacción de Nicaragua enfre los años 
1906 y 1912 mis observaciones son las siguien:l:.es: 

a) Como ha sido explicado en las consideracio· 
nes de derecho la inacción de_ cua~quier Estado ame-
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ricano en materia de recursos de nulidad de una sen~ 
fencia no puede sino corresponder al estado de la evo­
lución ?;.el derecho internacional en esa época y en 
esa reg1on. 

. b l Si aun la Conferencia en La Haya de 1907 
tn1sma, a pesar de aceptar el principio de la nulidad 
de las sentencias, se abstuvo 'de consignarlo porque no 
estaba en capacidad de designar una instancia que se 
encaragara de conocer del recurso, es nahual que Ni­
caragua se haya limüaclo, en esa época, a con:ternplar 
solamente la posibilidad a obtener explicaciones o 
cuando más una revisión por el árbitro mismo, 

e) Desde que recibió el iexfo de la sentencia, el 
agente de Nicaragua presentó una nafa de protesta 
con fecha 25 de diciembre de 1906, nota que el gobier­
no español trató de hacerla retirar. 

En los meses siguientes, Nicaragua quiso intentar 
un recurso de aclaraciones o una revisión. 

. Las reglas admitidas hoy no conciben Ja revisión 
s1no en caso de descubrimiento de un hecho nuevo 
pero mucho antes de las discusiones sobre la admisió:r{ 
de e:=;±a vía de recursos en Europa y antes de 1907, el 
Bra~ll, la. Argeni}na, el Paraguay, el Uruguay, Bolivia, 
Peru, Chlle y roas farde Colombia y el Ecuador firma­
ron, :tratados bilaterales de arbitraje general que re'co­
nocaan el derecho de revisión de la sentencia por el 
mismo árbitro en caso 11de enoi"es de hecho resultantes 
del procedimiento". Esa concepción de la "revisión" 
es cierfamenfe diferente de la aceptada hoy, pero en 
190~ Y _1907 era un recurso preV')s±o por fados los paí­
ses 1nd1cados en esta lisia. Es por consig1uien±e expli­
cable que Nicaragua no haya pensado ento11.ces más 
que en proponer esa clase de recursos. Una chcuns­
fancia demasiado favorable la obHgó sin embargo a 
no .formularlos en los primerqs ·años: el Sr. h1aura, 
q~e fue abogado de Nicaragua durante el" procedí­
mlen!o de arbitraje, fue designado primer Ministro de 
Espana poco después de lá. sentencia del 23 de diciem­
bre de 1906, y no hubiera sido ni correcto ni adrnisi­
ble, c;::o1no lo explicó el Minisfro Gárnez, de pedir a st.t 
prop10 abogado,. converlido en primer ministro, suge­
rir al rey la revisión de la sentencia. 

Otros hechos his±6ricos explican también que Ni­
caragua y Honduras hayan creído de buena íc enfre 
1906 y 1.912 qu~ el proble:rp.a de la ejecución ni siquie· 
ra ss presenian.a. . 

. No fue sino en 1911 que la cuestión de la ejecu­
CIÓn de la sentencia fue sugerida por p1 imera vez por 
Honduras y que Nicaragua dealar6 co:1siderarla nula 
Y P.ropuso mós tarde un arb:iiraje para comprobar su 
Yahdez. 

No se le puede oponer a Nicaragua la teotia del 
estl:oppel por ·no haber inferitado recursos de nulidad 
enfre 1906 y 1912 sin oponerla también a Honéhuas, 
quien, en el mismo período, pareció haba~.· renuncinño 
a exigir la ejecución dé la sentencia. No puede afir­
~arse que la conducta de Nicaragua de 190ó a 1912 
h1zo creer a Honduras que la. senfencia había s.ido 
D.cep±ada. 

d) De j1912 a 1957 Nicaragua propuso cons±un­
íemente somet~r a un nuevo arbitraje la validez de la 
sentencia del rey. En 1914 propuso el del Presiden±e 
de los Estados Unidos de Al:nérica. En 1918 aceptó la 
propuesta del Presidente Berirand de Honduras de 
someter la cuestión al Presidente Wilson, pero Hondu~ 
ras retiró su propuesta. Nicaragua aceptó, pero Ron~ 
qur?ts rehusQ aceptar las propuestas de arbitraje 
sugeridas por el Depar.tarnento de Estado de los Esta~ 
dos Unidos e~ 1921 y 1923 y las sugeridas por Nicara~ 
gua a la Comisión de mediación de Cosía Rica, de los 
Estados UnidOs y de Venezuela en 1937~1938. El pro~ 
±ocelo Irlas-l.]lloa que por el conirario acep±aba la 
ejecución de !la senfencia fue firmado en 1931 por el 
Gobierno de Nicaragua, pero no fue ra±Hicado por su 
parlamento. La cues!ión de la validez de la seu±encia 
no pudo ser sometida anfes de 1957 a la jusfícia in­
ternacional porque Honduras f?OSienía que el ariículo 
VI del Pac±o 9,e Bogotá no perrni±ía: a la Cor±e ocuparse 
de cuesiione~ "ya resuel±as" por sentencias arbitrales 
dentro del marco de la jurisdicción obligatoria. No 
fue sino en :1.957 que, por intervención de la Organi-

zación de los Estados Americanos, Honduras admüi6 
1~ jurisdicción de la Carie. Todos los hechos han sido 
clfados en el curso del procedindenfo oral por el Agen­
fe de Nicaragua sin producirse objeciones de parle da 
Honduras. 

En cuanto a las aquiescencias ( acepiacion,es) ad~ 
miiidas por la Carie, no fienen el carácter de rJ?nuncia 
formal al derecho de impugnar la validez de la sen­
tencia: 

al El telegrama del Presidente Zelaya del 25 de 
Diciembre al Presidente de Honduras no reúne las 
condiciones reque,ridas para ser reconocido como 
prueba de renuncia al recurso de nulidad. 

b} La nota enviada por el Ministro Gámez al en­
ca\"gado de negocios de España el 9 de Enero de 19071 

corno lo explica el mismo, al Ministro Medina el 21 
del rctisn\o mes' es un simple acuse de recibo y una 
manifestación protocolaria de ''respetuosos reconoci­
nl.Íentos al rey" desde que el Ministra Medina había 
ya presentado su nafa de protesta directamente al Mi­
nistro de Estado de Madrid el 25 de Diciembre. 

el La publicación del texto completo de la sen­
tencia en el diario oficial de Nicaragua el 28 de Enero 
de 1907 no puede ser admí±ida porque las publicacio­
nes a título de información en los diarios, aunque séan 
oficiales, nunca hasla aquí han sido tenidas por obli­
gaciones in±ernacionales contraídas por los Estados. 

di La declaración hecha por el Presidente dei Ni­
caragua a la Asamblea el 1? de Dic.ie1nbre de 19Ó7, le­
jos de poder ser tenida como prueba de renuncia de 
intentar un recurso contra la sentencia, hace en reali­
dad lo contrario, desde que termina por la frase si­
guiente: 

" ... habiendo algunos puntos oscuros y aun contradictorios, 
ha dado instrucciones al señor Ministro don Crisanto Medina 
para que solicite la correspondiente aclaración". 

e J La Memoria a la Asamblea Nacional del 26 
de Diciembre de 1906 no consfi±uye prueba de renun~ 
cia a impugnar la validez de la sentencia a menos 
que el Gobiemo lo hubiera expresamente manifestado 
v la Asamblea hubiese aprobado esa renuncia. Ahora 
bien, todo lo contrario es lo que dice en la MelnoriS.: 

"Desgraciadamente en aquel laudo como en tantOs otros 
eemeiantes, fueron pcspuestas las razones legales y lo1 funda~ 
me.ntos I·h::tólicoe, ante lo que se ha dado en llamar 1:t conve .. 
nencia política o sea el expediente sencillísimó de p3rtir la di~ 
fcrenda, con el fin de probar a las parte3 que el árbitro s:cnte 
;gua] aprecio y estjnulción por ambos". · 

Ese informe en consecuencia hace notar el exceso 
de poder de ln sen±encia y no puede ser considerada 
rJomo renuncia a impugnarla. 

f) La aprobación dada por la Asamblea Legisla­
tiva de Nicaragua el 14 de Enero de 1908 "de los acioS 
del Poder Ejecufivo en el ramo de RelRciones Exterio­
res e...J.fre el 1 9 de Diciembre de 1905 y el 26 de Diciem­
bre de 1907" no ha existido jamás en derecho. La 
copia fofostáfica del diario oficial presentado a la Corfe 
indica que la Comisión de Relaciones E::deriores pre~ 
sentó un proyec±o de resolución en ese sentido, pro­
yecto que solo pasó en primer debate, pero que no fue 
jamás disc:uiido en segundo debate ni &pTobado defi­
nitivamente. Si la proPosición hubiese sido aprobada, 
cubriría entonces inevitablemente fambién la nota de 
pro±esta del Ministro Medina del 25 de Diciembre de 
1906, las insfrucciones enviadas al Minisfro Medina 
por noias del 1'1 de Febrero de 1907 del Presidente Ze~ 
laya, y las del 21 de Febrero y 14 de Octubre del Mi­
nistro Gámez para que pidiera "explicaciones", y si 
posible, aun la "revisión" (zc§onua) de la sentencia. 

g} El General Moneada corno Ministro de Gober­
nación no era ni podía ser órgano con1.pe±enie para 
comprometer la responsabilidad de sn país en materia 
de recursos de nulidad contra una sentencia arbitral, 
y su telegrama de 2:3 de Marzo de 1911 no puede por 
±nnto ser acep±ado como prueba de renuncia al recur­
so de nulidad. 

-Pasa a la página 38-
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